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RV: CONTESTACIÓN DE DEMANDA actor ESPERANZA NAVAS DIAZ Y OTROS radicado
23001333300320170064400

Juzgado 06 Administrativo - Cordoba - Monteria <adm06mon@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 17/02/2021 11:21
Para:  Ketty Luz Sierra Perez <ksierrap@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (2 MB)
contestacion Esperanza Navas Diaz y otros 2017 644.pdf;

Para lo de su competencia

OLGA ESTHER CASTRO
Profesional Universitario G.16
Juzgado Sexto Administra�vo Oral de Montería

De: DECOR NOTIFICACION <decor.no�ficacion@policia.gov.co> 
Enviado: miércoles, 17 de febrero de 2021 10:06 
Para: Juzgado 06 Administra�vo - Cordoba - Monteria <adm06mon@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: dina.abogada@hotmail.com <dina.abogada@hotmail.com>; rivica.grupojuridico@gmail.com
<rivica.grupojuridico@gmail.com>; Alfonso Hernández Acosta
<no�ficaciones.juridicauariv@unidadvic�mas.gov.co>; DIANA MARCELA HERNANDEZ PEREZ
<no�ficaciones.juridica@prosperidadsocial.gov.co>; no�ficacionesjudiciales@dps.gov.co
<no�ficacionesjudiciales@dps.gov.co>; no�ficaciones.monteria@mindefensa.gov.co
<no�ficaciones.monteria@mindefensa.gov.co>; Procurador I Judicial Administra�vo 190
<procjudadm190@procuraduria.gov.co> 
Asunto: CONTESTACIÓN DE DEMANDA actor ESPERANZA NAVAS DIAZ Y OTROS radicado
23001333300320170064400
 
Montería, 17 de febrero de 2021 
 
Señora 
ILIANA ARGEL CUADRADO
Juez Sexta Administrativo del Circuito Judicial de Montería 
Montería 
  
Asunto: CONTESTACION DE DEMANDA 
Medio De Control: REPARACION DIRECTA 
Demandante: ESPERANZA NAVAS DIAZ Y OTROS 

Demandado: 

NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL –
 EJERCITO NACIONAL – DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO
PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL – UNIDAD
ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCION Y
REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS DEL CONFLICTO
INTERNO EN COLOMBIA 

Radicado: 23001333300620170064400 
  
De manera atenta y respetuosa me permito enviar a ese despacho judicial documento anexo
contestación de demandas antes relacionada para los fines pertinentes y dentro de los
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términos legales establecidos.  
 
En el mismo sentido y teniendo en cuenta el decreto No. 806 del 04 de junio del 2020, en su
Artículo 3, se envía el escrito (CONTESTACION DE DEMANDA)  a los demás sujetos
procesales por correo electrónico así: 
 
DEMANDANTE: dina.abogada@hotmail.com; rivica.grupojuridico@gmail.com 
 
DEMANDADAS:notificaciones.juridicauariv@unidadvictimas.gov.co;
notificaciones.juridica@prosperidadsocial.gov.co;notificacionesjudiciales@dps.gov.co;
Notificaciones.Monteria@mindefensa.gov.co;  
 
PROCURADURIA: procjudadm190@procuraduria.gov.co 
 
Atentamente 
 
 
GLADYS VANESSA ROLDAN MARIN 
C. C. 1.020.406.109 de Bello Antioquia 
T. P. No. 191.359 del C. S. De la J. 
Correo electrónico decor.notificacion@policia.gov.co 
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RV: Contestación a demanda- REPARACIÓN DIRECTA RADICACIÓN No.
23001333300620170064400 DEMANDANTE: ESPERANZA NAVAS DIAZ Y OTROS

Juzgado 06 Administrativo - Cordoba - Monteria <adm06mon@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 24/02/2021 9:47
Para:  Ketty Luz Sierra Perez <ksierrap@cendoj.ramajudicial.gov.co>

8 archivos adjuntos (4 MB)
CONTESTACION ESPERANZA NAVAS DIAZ.pdf; Not pago indemnizacion.pdf; NOT PAGO OSCAR RAFAEL.pdf; 00126 DE 31
ENERO DEL 2018 RESOLUCION DELEGACION FUNCIONES.pdf; acta posesion vladimir.pdf; CÉDULA.PDF; DECRETO 657 DEL
23 DE ABRIL DE 2019.pdf; RESOLUCION No 01131 DE 25 OCTUBRE DE 2016-JOHN VLADIMIR MARTIN RAMOS (002).pdf;

Para lo de su competencia

OLGA ESTHER CASTRO
Profesional Universitario G.16
Juzgado Sexto Administra�vo Oral de Montería

De: Oficina Juridica <oficinajuridica@unidadvic�mas.gov.co> 
Enviado: martes, 23 de febrero de 2021 14:26 
Para: Juzgado 06 Administra�vo - Cordoba - Monteria <adm06mon@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: dina.abogada@hotmail.com <dina.abogada@hotmail.com>; rivica.grupojuridico@gmail.com
<rivica.grupojuridico@gmail.com>; DIANA MARCELA HERNANDEZ PEREZ
<no�ficaciones.juridica@prosperidadsocial.gov.co>; no�ficacionesjudiciales@dps.gov.co
<no�ficacionesjudiciales@dps.gov.co>; no�ficaciones.monteria@mindefensa.gov.co
<no�ficaciones.monteria@mindefensa.gov.co> 
Asunto: Contestación a demanda- REPARACIÓN DIRECTA RADICACIÓN No. 23001333300620170064400
DEMANDANTE: ESPERANZA NAVAS DIAZ Y OTROS
 
Bogotá 23 de febrero 2021
 
Señores
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA
 
REF. Contestación de demanda
 
Respetados doctores,
 
Mediante el presente se procede a radicar la contestación de la A. de reparación directa promovida
por ESPERANZA NAVAS DIAZ Y OTROS ante su despacho contra la Unidad para la Atención y
Reparación Integral a las Víc�mas, en los términos allí señalados.
 
Se adjunta:

1. Escrito de contestación.
2. Anexos y pruebas.

Por favor incorporar la documentación adjunta al expediente de la referencia y al presente acusar
recibo.
 
Sin mayores consideraciones al respecto.



Atentamente,

Oficina Asesora Jurídica  
Unidad Administra�va Especial de Atención y Reparación Integral a las Víc�mas  
Teléfono: (571) 7965150  
Cra 85D No 46A - 65 Piso 5  
Complejo Logís�co San Cayetano, Bogotá D.C.  
www.unidadvic�mas.gov.co  

4346B7A6 

ADVERTENCIA: Este correo electrónico no está habilitado para recibir no�ficaciones judiciales, la
Unidad para las Víc�mas cuenta con unos canales de no�ficación oficial para dicho efecto, por lo
tanto, para sus no�ficaciones se solicita remi�r al
correo: no�ficaciones.juridicaUARIV@unidadvic�mas.gov.co - 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.unidadvictimas.gov.co%2F&data=04%7C01%7Cksierrap%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cc85cdab75807446f361f08d8d8d27b1a%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637497748669458817%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=0nH1%2Bs7DwevPCgDuDGCh3L%2FdokVYvS9ghql0gzWAEdQ%3D&reserved=0
mailto:notificaciones.juridicaUARIV@unidadvictimas.gov.co
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Señores 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

MONTERIA - CÓRDOBA 

E.                                       S.                                                    D.   

 

 

REFERENCIA: MEDIO DE CONTROL REPARACIÓN DIRECTA 

RADICACIÓN No. 23001333300620170064400 

 

DEMANDANTE: ESPERANZA NAVAS DIAZ Y OTROS 

 

DEMANDADO: UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS Y 

OTROS 

 

 

VLADIMIR MARTIN RAMOS, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía número 80.849.645 de 

Bogotá, abogado en ejercicio y portador de la tarjeta profesional número 165.666 del C.S. de la J, residente 

en Bogotá D.C., en calidad de REPRESENTANTE JUDICIAL de la Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Victimas, Unidad administrativa especial del orden nacional, dotado de personería jurídica, 

autonomía administrativa y patrimonio propio, según Resolución de nombramiento No. 01131 del 25 de 

octubre de 2016, como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad, en propiedad y de conformidad con 

la Resolución No. 00126 del 31 de enero de 2018, mediante la cual se me delega la representación judicial y 

extrajudicial de la entidad, me permito dar contestación al presente Medio de Control de Reparación Directa, 

promovida por el señor ESPERANZA NAVAS DIAZ y OTROS en contra de la Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas (en adelante Unidad para las Víctimas), en los siguientes términos:  

 

 

I. NATURALEZA JURÍDICA Y COMPETENCIA DE LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 

 

 

El actual esquema de asistencia, atención y reparación de las víctimas se encuentra desarrollado en la Ley 

1448 de 2011 y en su decreto reglamentario1, mediante los cuales se establecen los mecanismos tendientes 

a una adecuada implementación de asistencia, atención y reparación integral a las víctimas para la 

materialización de sus derechos constitucionales, derogando las disposiciones que le sean contrarias, en 

especial el Decreto 1290 de 2008 salvo para efectos del artículo 155. 

  

Para tal efecto, el artículo 166 de la citada Ley dispuso la creación de la Unidad de Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas (en adelante la Unidad), como una Unidad Administrativa Especial con personería 

 
1 Decreto 1084 de 2015 Compilatorio, entre otros, de los Decretos 4800 de 2011, 2569 y 1377 de 2014 por medio de los cuales cual se reglamenta 
la Ley 1448 de 2011 y se dictan otras disposiciones. 
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jurídica y autonomía administrativa y patrimonial, adscrita al Departamento Administrativo de la Prosperidad 

Social de acuerdo con lo previsto por el artículo 1º del Decreto 4157 de 2011.  

 

Seguidamente, el artículo 3º el mismo Decreto consagró de manera puntual las funciones asignadas a la 

Unidad para las Víctimas destacándose, entre otras las de: Garantizar la operación de la Red Nacional de 

Información para la Atención y Reparación a las Víctimas; Implementar y administrar el Registro Único de 

Víctimas; Administrar los recursos necesarios y hacer entrega a las víctimas de la indemnización por vía 

administrativa; Administrar el Fondo para la Reparación de las Víctimas; entregar la asistencia humanitaria a 

las víctimas, al igual que la ayuda humanitaria de emergencia, una vez la persona se ve abocada a dejar su 

lugar de residencia como consecuencia de las circunstancias de conflicto armado que vive el país y luego de 

encontrarse inscrita en el Registro Único de Víctimas.   

 

De igual forma, la Unidad asumió las funciones de la Comisión de Reparación y Reconciliación de la Ley 975 

de 2005 (art. 171 de la Ley 1448 de 2011), razón por la cual, deberá diseñar con base en los principios de 

coordinación, concurrencia y subsidiariedad establecidos en la Constitución Política, una estrategia que 

permita articular la oferta pública de políticas nacionales, departamentales, distritales y municipales, en 

materia de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación integral. 

 

Por otra parte, cabe anotar además que de conformidad con en el parágrafo 1º del artículo 35 del Decreto 

4155 de 20112, la Unidad para las Víctimas asumió todas sus competencias solo a partir del 01 de enero de 

2012, y por ende todos los procesos judiciales que se interpongan y versen sobre ellas3: 

 

Parágrafo 1. A partir del 1 de enero de 2012 cada una de las nuevas entidades del Sector 

Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación, creadas o escindidas, asumirá la representación 

judicial de todas las acciones constitucionales, procesos judiciales, contencioso administrativo, 

ordinarios y administrativos que le sean notificados relacionados con los temas de su competencia.  

 

Parágrafo 2. El Departamento Administrativo contará con la asignación presupuestal para el trámite y 

atención de las acciones constitucionales, procesos judiciales, contencioso administrativo, ordinarios 

y administrativos, y para el pago de las condenas que se impongan dentro de dichos procesos, cuando 

en ellos sean parte la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Victimas, 

hasta el 31 de diciembre de 2011”. 

 

       

II. CONSIDERACIONES FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

 

Desde ya solicito se absuelva a la Unidad para las Víctimas de todas y cada una de las declaraciones y 

condenas pretendidas por el apoderado en el escrito de la demanda, pues las considero infundadas desde el 

 
2 Hoy Derogado por el Decreto 2559 de 2015 
3 El artículo 168 le otorga la competencia a la Unidad de conocer las solicitudes de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas señaladas 
en las Leyes 387 y 418 de 1997, 975 de 2005, el Decreto 1290 de 2008, y en las demás normas que regulen la coordinación de políticas afines. 
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punto de vista fáctico y jurídico frente a mi representada, por la falta de legitimación en la causa por pasiva 

como pasará a demostrarse en el acápite de defensa de este escrito de contestación.    

En primer lugar, pretende el apoderado que se declare que las entidades demandadas son patrimonialmente 

responsables 1. “de la totalidad de los perjuicios morales y materiales, que ha sufrido la parte actora a raíz de 

la acción criminal frente a la cual, las entidades demandadas omitieron el deber constitucional e institucional 

de defender la vida, la tranquilidad, los bienes y la seguridad pública de los accionantes siendo responsables 

por la omisión de protección, de los mismos. así: “(…)”. 

 

En este sentido, no es cierto que la entidad aquí demandada, Unidad para las Víctimas, esté obligada a reparar 

el daño alegado, pues no le es imputable ni por acción ni por omisión la responsabilidad administrativa 

señalada, como se demostrará con la presente contestación de demanda.    

 

Dentro de las funciones normativas de competencia de mi representada, no puede atribuírsele alguna acción 

u omisión generadora del daño invocado consecuencia del hecho victimizante alegado, pues no podría llegar 

siquiera a inferirse el cumplimiento defectuoso de sus obligaciones o una conducta inadecuada, por lo cual, 

no puede de ninguna manera predicarse la existencia de falla en el servicio de la entidad que represento, 

como pasará a demostrarse en el acápite correspondiente, ya que mi representada no es la autora o causante 

del hecho victimizante invocado (homicidio.) 

 

Ahora bien, de cara a la naturaleza de la acción de reparación directa, se tiene que ésta  es de carácter 

resarcitorio e indemnizatorio  y en el presente caso los perjuicios pretendidos por los demandantes 

representados en daño moral, a la integridad psicofísica de la persona por violación a bienes o intereses 

constitucionales, y perjuicios materiales, no sólo resultan completamente exorbitantes y alejados del principio 

de equidad, sino que además, se observa la ineptitud en su solicitud al no haberse allegado prueba siquiera 

sumaria de su existencia pasada, presente o futura eventual. 

 

Al respecto el Consejo de Estado ha señalado4: 

 

“Si bien la causalidad y la imputación son dos categorías diferentes pro cuanto la primera hace alusión 

a las ciencias del ser, cuyo objeto es la naturaleza y la segunda a las ciencias del deber ser, cuyo 

objeto es el derecho- categorías que se traducen bajo la forma de juicios hipotéticos estableciendo 

una relación entre una condición y una consecuencia, no debe olvidarse que cualquier tipo de análisis 

de imputación, supone prima facie, un estudio en términos de atribuibilidad material a partir del cual 

se determina el origen de un especifico resultado que se adjudica a un obrar acción u omisión (..)2 

 

 
4 Consejo de Estado- Sección Tercera 8 de junio de 2011 Rad 19001-23-31-000-1998-05110-01 C.P. Hernán Andrade Rincón … ha 

entendido la Sala que el régimen aplicable es el de responsabilidad objetiva en aplicación de a la teoría del riesgo excepcional, porque 

el factor de imputación es el riesgo grave y anormal al que el Estado expone a los administrados  En virtud de ese título de imputación 

objetivo, el demandante tiene la obligación de probar el daño y el nexo causal entre éste y la acción u omisión de la administración 

para que se pueda deducir su responsabilidad patrimonial..   
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Ahora bien, acorde con la competencia y misionalidad de la Unidad, si lo que se pretende es señalar que la 

Unidad para las Víctimas ha incurrido en alguna falta o falla en el servicio por el no pago de la reparación 

integral, es preciso indicar al despacho que el reconocimiento de este beneficio y específicamente el pago del 

componente económico de la reparación administrativa,  debe sujetarse a los principios de gradualidad, 

progresividad y sostenibilidad fiscal, así como la aplicación de criterios como la priorización según su estado 

de vulnerabilidad, por lo que esta no se materializa con la mera solicitud de la misma. 

 

En consecuencia, solicito al Señor Juez se sirva denegarlas, condenando en costas y agencias en derecho a 

la parte demandante 

 

 

III. CONSIDERACIONES SOBRE LOS HECHOS QUE FUNDAMENTAN LAS PRETENSIONES DE LA 

ACCIÓN 

 

En ejercicio del derecho de defensa y contradicción que nos asiste, por medio del presente escrito me permito 

suministrar la información necesaria al Despacho con el fin de acreditar la inexistencia de responsabilidad por 

parte de mi representada. Para ello doy respuesta a todos y cada uno de los hechos en el mismo orden en 

que fueron presentados. 

 

AL HECHO PRIMERO AL OCTAVO: No me consta, son afirmaciones que carecen de evidencia probatoria, 

por lo tanto me atengo a lo que se pruebe en el desarrollo del proceso.  

 

AL HECHO NOVENO al ONCE: Es oportuno informar al Despacho que una vez verificada la herramienta de 

información de VIVANTO, se observa que en efecto se encuentra el hecho victimizante de Homicidio de la  

señora DIANDRA PAMELA URBIÑA NAVAS por declaración rendida ante el Ministerio Público el  (15) de 

julio de 2011 sobre los hechos que ocasionaron el homicidio el 03 de noviembre de 2010 en el municipio de  

Planeta Rica, departamento de Córdoba, con estado INCLUIDO se incluyó en el Registro Único de Víctimas 

a los señores: ESPERANZA HERENIA NAVAS DIAZ, y al señor OSCAR RAFAEL URBIÑA HOYOS. Así se 

puede verificar en la siguiente imagen:  
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Una vez revisadas la base de datos de Gestión Documental y de Información, se encontró la solicitud de 

reparación administrativa presentada por el señor OSCAR RAFAEL URBIÑA HOYOS y la señora 

ESPERANZA HERENIA NAVAS DIAZ ante la Unidad Para La Atención Y Reparación A Las Victimas, solicitud 

que fue estudiada por parte del Comité de Reparaciones Administrativas, mediante Resolución 0712 de 26 de 

abril de 2012.  

De la misma manera se encontró que ya se efectuó el pago del 100% de la indemnización administrativa bajo 

el marco normativo de la ley 418 de 1997, correspondiente al homicidio de la señora DIANA PAMELAURBIÑA 

NAVAS al señor: OSCAR RAFAEL URBIÑA HOYOS y su esposa la señora ESPERANZA HERENIA NAVAS 

DIAZ 

Tal como se muestra a continuación: 
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ESTADO EN EL REGISTRO ÚNICO DE VÍCTIMAS: 

 

Por el hecho victimizante de homicidio de la señora: DIANDRA PAMELA URBIÑA NAVAS, (víctima directa), 

se incluyó en este Registro a OSCAR RAFAEL URBIÑA HOYOS y su esposa la señora ESPERANZA 

HERENIA NAVAS DIAZ.  

Por otra parte es importante señalar que los demandantes Yisela Carolina Urbiña Navas, Javin Andres Urbiña 

Navas Y Oscar Luis Urbiña Navas, no se encuentran inscritas en el Registro Único de Victimas. 

Al realizar la verificación en el aplicativo Vivanto se encontró que Yisela Carolina Urbiña Navas C.C.26037327 

no presenta coincidencia por nombre o cedula en el RUV, tal como se muestra en la siguiente imagen:  
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Al realizar la verificación en el aplicativo Vivanto se encontró que Javin Andres urbiña Navas C.C. 1067878248 

no presenta coincidencia por nombre o cedula en el RUV, tal como se muestra en la siguiente imagen:  
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Al realizar la verificación en el aplicativo Vivanto se encontró que Oscar Luis Urbiña Navas C.C. 1066733823 

no presenta coincidencia por nombre o cedula en el RUV, tal como se muestra en la siguiente imagen:  
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Una vez analizado el estado de los demandantes y de la víctima directa en el Registro Único de Víctimas y su 

situación frente a la indemnización administrativa, se pudo concluir a). Que fueron reconocidos como víctimas 

indirectas por el homicidio de la señora DIANDRA PAMELA URBIÑA NAVAS solo dos personas, el señor 

OSCAR RAFAEL URBIÑA HOYOS  (padre) y la señora ESPERANZA HERENIA NAVAS DÍAZ (madre). b). 

que no se encuentran inscritas en el Registro Único de Victimas y  por tanto no se reconoció como víctimas 

indirectas a la señora  YICELA CAROLINA URBIÑA NAVAS, JAVIN ANDRES URBIÑA NAVAS Y OSCAR 

LUIS URBIÑAA NAVAS c) que se ordenó el pago a quienes presuntamente acreditaron ser los beneficiarios 

en dicho momento es el señor OSCAR RAFAEL UBIÑA HOYOS (padre) y la señora ESPERANZA HERENIA 

NAVAS DÍAZ (madre) como se observa en las imágenes anteriormente señaladas. 
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AL HECHO DOCE: Se evidencia con el traslado de la demanda, copia de la certificación trámite de 

investigación, expedido por el asistente de Fiscal I Veinticinco Seccional Delegada Ante El Juzgado Promiscuo 

Del Circuito De Planeta Rica – Córdoba. 

 

AL HECHO TRECE: No es cierto, toda vez que la Unidad para La Atención y Reparación a las Victimas 

reconoció y efectuó el pago de Ayuda Humanitaria a Titulo de Indemnización Administrativa caso 4001 – 2010 

Ley 418 de 1997 a quienes acreditaron ser los beneficiarios por el hecho victimizante de la muerte de la señora 

Diandra Pamela Urbiña Navas. 

 

 

IV. EXCEPCIONES Y ARGUMENTOS DE DEFENSA DE LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 

 

A efectos de controvertir las pretensiones del presente medio de control, me permito proponer las siguientes 

excepciones y argumentos, sin que ninguno de ellos implique reconocimiento de derecho alguno a favor de la 

parte demandante. 

 

4.1 CADUCIDAD 
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El literal i) del numeral 2 del artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, señala la oportunidad para presentar la demanda so pena de que opere la caducidad del medio 
de control de reparación directa, en los siguientes términos: 
 

“i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos 
(2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, 
o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre 
que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia.” 

 
Al respecto de la caducidad, el Consejo de Estado, en sentencia del 30 de agosto de 2006, se ha manifestado 
en el sentido de señalar que “La caducidad, por ser de orden público, es indisponible e irrenunciable y el juez, 
cuando encuentre probados los respectivos supuestos fácticos, debe declararla de oficio, aún en contra de la 
voluntad de las partes, pues ella opera por el sólo transcurso del tiempo y su término perentorio y preclusivo, 
por regla general, no se suspende, no se interrumpe y no se prorroga  (excepcionalmente, la caducidad podría 
interrumpirse, como sería el caso, por ejemplo, cuando se presenta solicitud de conciliación extrajudicial). 
 
Adicionalmente, el Consejo de Estado, en sentencia del 24 de marzo de 2011, manifiesta que “Desde la 
perspectiva propiamente del instituto de la caducidad, su alcance, conforme al fundamento constitucional que 
se expresó, debe considerarse en los términos que el precedente constitucional ofrece: 
 

“… la institución jurídica de la caducidad de la acción se fundamenta en que, como al ciudadano se le 
imponen obligaciones relacionadas con el cumplimiento de los deberes de colaboración con la justicia 
para tener acceso a su dispensación, su incumplimiento, o lo que es lo mismo, su no ejercicio dentro de 
los términos señalados por las leyes procesales -con plena observancia de las garantías constitucionales 
que integran el debido proceso y que aseguran plenas y amplias posibilidades de ejercitar el derecho de 
defensa-, constituye omisión en el cumplimiento de sus obligaciones de naturaleza constitucional y, por 
ende, acarrea para el Estado la imposibilidad jurídica de continuar ofreciéndole mayores recursos y 
oportunidades, ante la inactividad del titular del derecho en reclamar el ejercicio que le corrresponde (sic). 
De ahí que tampoco sea sostenible el argumento según el cual la caducidad frustra el derecho de acceso 
a la justicia pues, mal podría violarse este derecho respecto de quien gozando de la posibilidad de 
ejercerlo, opta por la vía de la inacción. Es imposible que pueda desconocerse o vulnerarse el derecho 
de quien ha hecho voluntaria dejación del mismo, renunciando a su ejercicio o no empleando la vigilancia 
que la preservación de su integridad demanda” (Corte Constitucional, SC-351 de 1994)”. 

 

En la misma sentencia, continúa el Consejo de Estado refiriéndose a la jurisprudencia constitucional, en el 
sentido de que: 

 
“La caducidad es una institución jurídico procesal a través del cual, el legislador, en uso de su potestad 
de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de acceder a la 
jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su fundamento se haya en la necesidad por 
parte del conglomerado social de obtener seguridad jurídica, para evitar la paralización del tráfico jurídico. 
En esta medida, la caducidad no concede derechos subjetivos, sino que por el contrario apunta a la 
protección de un interés general. La caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual, cuando se ha 
configurado no puede iniciarse válidamente el proceso” (Corte Constitucional, SC-832 de 2001. Puede 
verse también sentencias C-394 de 2002, C-1033 de 2006, C-410 de 2010). 

 
Señala también, en sentencia del marzo 7 de 2012 que “(…) La caducidad como fenómeno jurídico, constituye 
propiamente una sanción para el titular del derecho que omite poner en funcionamiento el aparato 
jurisdiccional dentro del lapso dispuesto por el ordenamiento jurídico para reclamarlo y, desde el punto de 
vista estrictamente procesal, se erige como un hecho que enerva o extingue la pretensión desde la base o el 
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nacimiento; por consiguiente, debe ser declarado, aún de oficio, siempre que el fallador de primera o segunda 
instancia lo encuentre probado, a términos de lo dispuesto por el artículo 164 del C.C.A. (…)”. 
 
Con el fin de evitar interpretaciones erróneas sobre el espacio de tiempo en el que actúa la caducidad con 
respecto a las funciones de atención, asistencia y reparación contenidas en la Ley 1448 de 2011, el artículo 9 
de la misma ley estableció: “el hecho que el Estado reconozca la calidad de víctima en los términos de la 
presente ley, no podrá ser tenido en cuenta por ninguna autoridad judicial o disciplinaria como prueba de la 
responsabilidad del Estado o de sus agentes. Tal reconocimiento no revivirá los términos de caducidad 
de la acción de reparación directa” (Negrillas fuera de texto).  

En el caso sub judice, según lo aducido por los  demandantes, el hecho generador del daño tuvo ocurrencia 
el 03 de noviembre de 2010 (fecha en la cual falleció la señora DIANDRA PAMELA URBIÑA NAVAS), es 
decir se tenía como fecha límite para presentar el presente medio de control el día 04 de marzo de 
2010, situación que no sucedió ya que apenas se presentó solicitud de conciliación el día 30 de marzo   
de 2017 y se expidió la certificación el día 09 de mayo de 2017, superando los dos años para que fuera 
procedente la presentación de este medio de control, es por ello que en su momento se debió acudir al medio 
de control  acción de reparación directa, para demandar,  de conformidad con lo establecido en el artículo 164 
literal i), el cual establece que: 

“..i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término 
de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión 
causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo 
si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la 
fecha de su ocurrencia”...  

 
Dicho esto, solicito a su Señoría que se proceda a decretar la prosperidad de la excepción previa de 
caducidad, atendiendo al precedente decretado por el H. Consejo de Estado y se termine el proceso por 
haber caducado la presente acción. 
 

 

4.2 FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA 

 
La legitimación en la causa por activa es un elemento esencial del proceso que implica la necesidad de que 
la demanda sea presentada por quien es titular del derecho que se alega. 
 
En este sentido se ha manifestado el Consejo de Estado, cuando señala que “la legitimación en la causa hace 
referencia a la posibilidad de que la persona formule o contradiga las pretensiones de la demanda, por ser el 
sujeto activo o pasivo con interés en la relación jurídica sustancial debatida en el proceso. Como se observa, 
las personas con legitimación en la causa se encuentran en relación directa con la pretensión, ya sea desde 
la parte activa, como demandante, o desde la parte pasiva, como demandado”.  
 
Al respecto, el Consejo de Estado, en Sentencia del 14 de marzo de dos mil doce (Consejero Ponente: JAIME 
ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA) ha determinado que: 
 

“Con relación con la naturaleza jurídica de la noción de legitimación en la causa, en sentido amplio, la 
jurisprudencia constitucional se ha referido a ella, como la "calidad subjetiva reconocida a las partes en 
relación con el interés sustancial que se discute en el proceso" (Corte Constitucional. Sentencia C- 965 de 
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2003), de forma tal, que cuando una de las partes carece de dicha calidad o condición, no puede el juez 
adoptar una decisión favorable a las pretensiones demandadas (Consejo de Estado, sentencia de 25 de 
julio de 2011, expediente: 20.146.10)”. 

 
“Al respecto, no sobra recordar lo dicho por la Sala en tal sentido, a saber: 
"(…) La legitimación en la causa consiste en la identidad de las personas que figuran como sujetos (por 
activa o por pasiva) de la pretensión procesal, con las personas a las cuales la ley otorga el derecho para 
postular determinadas pretensiones. Cuando ella falte bien en el demandante o bien en el demandado, la 
sentencia no puede ser inhibitoria sino desestimatoria de las pretensiones aducidas, pues querrá decir que 
quien las adujo o la persona contra las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación 
correlativa alegada (…) (Sentencia de 23 de octubre de 1990, expediente: 6054)”. 

 
Ahora bien, también ha sostenido la Sala que la legitimación en la causa puede ser de hecho cuando la 
relación se establece entre las partes por razón de la pretensión procesal, es decir, de la atribución de una 
conducta que el demandante hace al demandado en su demanda, o material frente a la participación real de 
las personas en el hecho origen de la formulación de la demanda, independientemente de que dichas 
personas hayan demandado o hayan sido demandadas, por lo cual la ausencia de esta clase de legitimación, 
no constituye una excepción de fondo porque no enerva la pretensión procesal en su contenido, sino que es 
una condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito, sin que el estar legitimado en la causa 
otorgue el derecho a ganar, lo que sucede aquí es que si la falta recae en el demandante, el demandado tiene 
derecho a ser absuelto, no porque él haya probado un hecho que enerve el contenido material de las 
pretensiones, sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley tiene el interés sustantivo para 
hacerlo – no el procesal –; si la falta de legitimación en la causa es del demandado al demandante se le 
negarán las pretensiones, no porque los hechos en que se sustenten no le den el derecho, sino porque a 
quien se las atribuyó no es el sujeto que debe responder, y, por eso, el demandado debe ser absuelto (Consejo 
de Estado, Sentencia del 11 de noviembre de 2009, expediente:18163)”. 
 
Ahora bien, en el caso concreto, podemos señalar que los señores Yisela Carolina Urbiña Navas, Javin Andres 

Urbiña Navas Y Oscar Luis Urbiña Navas no puede ser beneficiaria de esta esta medida de reparación toda 

vez que carecen de legitimación en la causa por activa frente a la Unidad para las Víctimas. 

 

4.3. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

 
 
La legitimación consiste en uno de los presupuestos procesales de admisibilidad de las pretensiones de fondo 
de la demanda y se refiere a la situación en que se hallan las partes respecto del petitum de la demanda.  La 
legitimación pasiva se predica del demandado y, por lo tanto, debe acreditarse la responsabilidad que se le 
endilga.  En consecuencia, “no se estudia intrínsecamente la pretensión contra el demandado para que éste 
no sea condenado, se estudia si existe o no relación real del demandado con la pretensión que se le 
atribuye”[1]. 
 
Para el caso que nos ocupa, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, no puede ser 
hallada responsable dentro de la acción de la referencia, por cuanto respecto de la misma se presenta una 
falta de legitimación por pasiva como pasará a explicarse a continuación.  
 

 
[1] Consejo de Estado, Sección Tercera, Exp. 10171, junio 15 de 2000, M.P. Dra. Ma. Helena Giraldo Gómez 
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En efecto, los demandantes pretenden una indemnización de perjuicios por el hecho de homicidio, como el 
hecho generador del daño antijurídico invocado. 
 
Ahora bien, la persona que tiene la habilidad o potencia de causar el daño antijurídico es cualificada, por 
cuanto solamente la omisión de una autoridad que tenga el deber jurídico de protección, seguridad y/o 
mantenimiento del orden público puede incurrir en tal responsabilidad.  En este orden, es necesario precisar 
cuáles órganos y quienes ejercen dichas funciones en Colombia, todo ello para concluir finalmente que mi 
representada NO TIENE RESPONSABILIDAD alguna en los hechos objeto de la demanda y mucho menos 
puede ser encontrada responsable de la indemnización pretendida por la parte actora, puesto que, como se 
ha señalado, no hace parte de las entidades competentes para la protección, defensa y/o seguridades 
ciudadanas. Tal calidad no la tiene ni la puede tener la Unidad para las Víctimas, de acuerdo a la distribución 
de competencias normativas señaladas en el primer acápite del presente escrito, además de insistir en que, 
para la época de los hechos la Unidad no había nacido a la vida jurídica.   

 
Es claro que la falta de legitimación por pasiva alude a la participación real de las personas naturales o 
jurídicas, de derecho público o privado, en el hecho origen de la formulación de la demanda y como se invoca 
el homicidio como hecho generador del daño, no tiene vocación de prosperidad, toda vez que dicho hecho u 
omisión no puede ser cometido por mi representada, cuya función es precisamente la de implementar y 
ejecutar una política de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas, encaminada a satisfacer los 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación, cuando los hechos victimizantes que se demuestran y se 
prueban, se configuran dentro del conflicto armado interno que vive nuestro país. 

 
Así pues, puede evidenciar, señor juez que, de esta forma, se configura la excepción propuesta de Falta de 
legitimidad por pasiva, ya que la Unidad para la Atención y Reparación Integral para las Víctimas no puede 
ser tenida como responsable de los perjuicios alegados por la parte demandante, ya que, se reitera, esta 
entidad no es generadora por acción o por omisión del daño antijurídico alegado, ya porque no existía para la 
época de los hechos, ya porque dentro de sus funciones legales no está la de proteger la vida y bienes de los 
colombianos.   La responsabilidad del pago de los perjuicios por el hecho victimizante homicidio recae 
directamente sobre los grupos al margen de la ley, cuyo accionar delincuencial fue el que causó los daños y 
perjuicios o, en últimas, las autoridades que, dentro de sus funciones legales tenían el deber de proteger la 
vida y honra de los habitantes y, sin que medie justificación alguna, omitieron su deber, situación que deberá 
ser debidamente probada en el proceso judicial. 
 
Así pues, en conclusión, la presente excepción tiene asidero jurídico en el caso que aquí se debate, como 
quiera que los demandantes pretenden que mi representada sea declarada patrimonialmente responsable y 
condenada al pago de sumas de dinero por concepto de daños y perjuicios causados presuntamente, con el 
hecho victimizante de homicidio, circunstancia que no se encuentra dentro de la misionalidad y competencia 
de la Unidad para las Victimas, tal como lo sustenta la normatividad vigente.  
 
El artículo 166 de la Ley 1448 de 2011, define a mi representada como una autoridad administrativa que tiene 
por función, entre otras, administrar los recursos y hacer la entrega efectiva de la indemnización por vía 
administrativa. 
 

4.4 AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD DE LA UNIDAD PARA LAS VÍCTIMAS  
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La responsabilidad extracontractual del Estado se fundamenta en la existencia de varios elementos que la 
componen o integran. La generalidad de la doctrina indica que estos elementos son: i) el hecho antijurídico; 
ii) el daño que involucra los perjuicios materiales y morales que sufre la persona; iii) el nexo causal entre el 
hecho y el daño y la imputabilidad.  
 
Siendo más concretos, el régimen de falla en el servicio debe versar sobre las siguientes condiciones: a) 
ausencia en la prestación del servicio, retardo, irregularidad, ineficacia u omisión en el mismo; b) existencia 
de un daño o perjuicio que configure lesión o perturbación de un bien jurídico y c) un nexo causal entre la falla 
o falta en la prestación del servicio a que la administración está obligada y el daño.  
 
Y tratándose de la responsabilidad administrativa por omisión, se reafirma la postura jurisprudencial, según la 
cual, para la prosperidad de la demanda es necesario que se encuentren acreditados los siguientes requisitos: 
a) la existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción 
con la cual se habrían evitado los perjuicios; b) la omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se 
dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso; c) 
un daño antijurídico y d) la relación causal entre la omisión y el daño; aspectos que, como ya se precisó, no 
se adecuan a la esfera funcional de la Unidad Para la Atención y Reparación Integral  las Víctimas. 
 
A partir de estos supuestos, los demandantes deberán demostrar que el hecho antijurídico es imputable a la 
acción o la omisión de la autoridad que quiere someter a juicio de responsabilidad. Para ello, deberá demostrar 
en forma íntegra la presencia de los anteriores elementos, los cuales no se configuran en cabeza de mi 
mandante, como pasará a explicarse a continuación: 
 
El hecho es el “factum”. La conducta desplegada por el sujeto infractor, que a la postre produce un daño. 
En cuanto a la responsabilidad estatal, el hecho como conducta es generado por uno o varios de sus agentes 
actuando en ejercicio de sus funciones, ya sea por acción o por omisión.     
Yisela Carolina Urbiña Navas, Javin Andres Urbiña Navas Y Oscar Luis Urbiña Navas, no tienen calidad de 
beneficiarios de esta medida de reparación ni en la Ley 1448 de 2011 como tampoco en el Decreto 1290 
de 2008. Tampoco puede afirmar que la entidad ha omitido los deberes a su cargo; ya se mencionó en la 
consideración a los hechos que la Unidad para las Víctimas ha actuado con diligencia frente el reconocimiento 
y pago de la indemnización administrativa, por lo tanto no puede existir una falla en el servicio tal como lo 
pretende el apoderado para buscar una declaratoria de responsabilidad administrativa y patrimonial de mi 
representada. 
 
En realidad, el hecho dañoso es el hecho victimizante, en el cual no existe participación alguna de la 
Unidad para las Víctimas.  El apoderado, entonces, deberá reorientar la imputación a quienes 
efectivamente participaron en el hecho, ya sea por acción o por omisión, con el fin de resarcir los 
daños materiales, morales y de la vida de relación que pretende.  
 
A raíz del análisis realizado y derivado de los hechos y de las pretensiones, se reafirma que el hecho generador 
de los perjuicios, que se pretenden indemnizar en esta Litis, es el hecho victimizante, el que generó 
consecuencialmente los daños, pero en el cual la Unidad para las Víctimas no tuvo injerencia alguna. 
 
 
El nexo de causalidad. La Sección Tercera del Consejo de Estado en Sentencia del 21 de febrero de 2002, 
M.P. Dr. Alier Hernández Enríquez, señaló igualmente que, tratándose de la responsabilidad por omisión, una 
vez establecido el daño, el análisis debe conducirse hacia la determinación de la causalidad y la imputabilidad. 
El problema radicaría en establecer inicialmente si existía la posibilidad para la entidad de evitar el daño, 
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interrumpiendo el proceso causal. Esta causalidad que debe existir está relacionada entre el hecho y el daño 
el cual debe ser determinante y eficiente al resultado, esto es, que el perjuicio debe ser una consecuencia 
cierta e inevitable del hecho que se imputa a la administración.  
 
La doctrina5 ha considerado que debe existir tres condiciones para la existencia del nexo causal, argumento 
que resulta procedente para el caso que se estudia: a) la causa del daño sea próxima o actual; b) debe ser 
determinante, vale decir, que se pueda establecer que sin el hecho el daño no hubiera ocurrido, y c) debe ser 
apta o adecuada, en el sentido de que esa conducta en términos normales conlleve siempre a la ocurrencia 
del respectivo daño o perjuicio, como "la causalidad adecuada".  
 
Para el caso que nos ocupa, y de acuerdo a lo señalado, además de no cumplirse ninguna de las condiciones 
antes nombradas, mi representada no creó ningún tipo de riesgo, como tampoco desplegó conducta alguna 
relacionada con los hechos y perjuicios alegados por el hoy demandante. La supuesta relación de causalidad 
que el apoderado pretende establecer, es decir, entre el hecho y el daño no tienen sustento fáctico ni jurídico, 
debido a que el hecho dañoso es el hecho victimizante, por lo que, en virtud de la naturaleza de las 
pretensiones de la demanda, es preciso que se tenga en cuenta que en materia de responsabilidad la persona 
que tiene la habilidad o potencia de causar el daño antijurídico es cualificado. 
 
A manera de conclusión: (i) la causa del daño es, en este sentido, la violencia que produce el hecho 
victimizante, una causa que no es próxima y que no tiene relación con las facultades y funciones de 
la Unidad para las Víctimas, (ii) el no pago de la indemnización no es determinante para generar el 
daño menos cuando no se es beneficiaria de la misma, pues el daño se desprende directamente del 
hecho victimizante, es decir, el pago inmediato de la indemnización no evitaría las consecuencias del 
hecho victimizante, y (iii) no existe una causalidad adecuada, lo que equivale a decir que el no pago 
de la reparación – indemnización, no es la que produce el estado de vulnerabilidad actual de la víctima, 
resaltando que en ningún momento se ha negado el pago de la indemnización administrativa, sino que 
este debe someterse a los procedimientos y principios que la normatividad reguladora del asunto fijó. 
 
Hasta aquí se concluye claramente que la Unidad para las Víctimas no tiene participación alguna en las 
conductas alegadas por el apoderado, en consecuencia, se rompe el nexo de causalidad entre conducta 
alguna de mi representada y los perjuicios invocados, por la inexistencia de la configuración de la imputación 
a la Unidad de Atención y reparación Integral a las Víctimas. 
 
El daño antijurídico y su imputación. El inciso segundo del artículo 2 de la Constitución, establece que “Las 
autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia en 
su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares”. Más adelante, el artículo 6 ibídem establece la 
responsabilidad de los servidores públicos por infringir la Constitución y las leyes y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
 
En esta medida, carece de técnica y precisión jurídica que en el caso bajo Litis, el apoderado de la parte 
demandante pretenda endilgar a mi representada la responsabilidad extracontractual bajo el régimen de la 
falla del servicio.  Este régimen, como título de imputación de la responsabilidad del Estado, se aleja, como lo 
explicamos anteriormente, del régimen de responsabilidad actual.  
 

 
5 Penagos, G. (2007). “El daño antijurídico”. Bogotá, D.C: ed. Universitas. 
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Aun cuando el Despacho permitiera en este caso su valoración, tendremos que reiterar que este régimen, con 
respecto a la Unidad para las Víctimas no está llamado a prosperar, pues, como quedó dicho y demostrado 
en el sub judice, no se presenta una ausencia en la prestación del servicio, retardo, irregularidad, ineficacia u 
omisión en el mismo; simplemente el proceso de reparación requiere del agotamiento previo de un 
procedimiento establecido en la Ley, con el objeto de lograr una reparación efectiva para toda la población 
víctima del conflicto armado colombiano interno.   
 
Y en lo que se refiere a su imputación, el Consejo de Estado en reiterados pronunciamientos ha señalado: “la 
imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material y las herramientas 
normativas propias de la imputación objetiva que han sido delineadas precisamente para establecer cuándo 
un resultado, en el plano material, es atribuible a un sujeto. De otro lado, la concreción de la imputación fáctica 
no supone por sí misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya que se requiere un estudio de segundo 
nivel, denominado imputación jurídica, escenario en el que el juez determina si además de la atribución en el 
plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar el daño antijurídico; se trata, por ende, de un estudio 
estrictamente jurídico en el que se establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios bien a partir de 
la verificación de una culpa (falla), o por la concreción de un riesgo excepcional al que es sometido el 
administrado, o de un daño especial que frente a los demás asociados es anormal y que parte del rompimiento 
de la igualdad frente a las cargas públicas”6. 
 
En este orden de ideas, respecto a la Reparación integral, ha quedado claro que la responsabilidad le es 
imputable al Estado bien sea por acción o por omisión, bajo los títulos de falla del servicio o de riesgo 
excepcional.  En el primero de los casos, la responsabilidad por falla del servicio se produce por la omisión 
del Estado en la prestación de los servicios de protección y vigilancia a su cargo, al no utilizar todos los medios 
que tiene a su alcance para repeler, evitar, o atenuar el hecho dañoso, cuando ha tenido conocimiento previo 
de la posible ocurrencia del acontecimiento, previsibilidad que se constituye en el aspecto más importante 
dentro de este título de imputación, pues no es la previsión de todos los posibles hechos, los que configuran 
la omisión y el consecuente deber de reparar, sino las situaciones individuales de cada caso que no dejen 
margen para la duda y que sobrepasen la situación de violencia ordinaria. Y en cuanto al segundo título 
jurídico, riesgo excepcional, ha sostenido que esta figura jurídica se presenta entre otros eventos, cuando el 
Estado, en desarrollo de su accionar, expone a ciertos particulares a un hecho dañoso causado por un tercero 
y rompe con ello el principio de igualdad frente a las cargas públicas. 
 
Así, en ocasiones, a pesar de presentarse el daño, no puede realizarse la atribución, como por ejemplo 
en el caso bajo estudio, pues el no pago inmediato de la indemnización administrativa no es un daño 
antijurídico pues la persona que lo pretende no es beneficiaria de la misma y adicional a ello, no se 
constituye en un riesgo excepcional al que este siendo sometido la parte demandante por parte de la 
Unidad para las Víctimas, pues el agotamiento de los procedimientos previos para el reconocimiento 
de la reparación administrativa deben ser acatados por toda la población víctima  y, en consecuencia, 
hacen parte de las cargas públicas que ordinariamente las víctimas deben soportar. Al respecto, es 
menester reiterar que existen unos procedimientos establecidos en la Ley para el reconocimiento y pago de 
la indemnización administrativa que, como quedó claro, comprende la solicitud por parte de la víctima, la 
evaluación de la necesidad y priorización de la vulnerabilidad a través del PAARI, hoy denominado entrevista 
única de caracterización, situaciones que sin duda requieren de un tiempo prudencial para su respectiva 
aplicación y valoración ante la imposibilidad de realizar un pago universal, circunstancias que a su vez 
constituyen razones suficientes para impedir sustancialmente la imputación a la Unidad para las Víctimas. 
 

 
6 Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de junio de 2010; Rad. 1998-0569. 
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De todo lo anterior se concluye que si bien es cierto, para el caso sub examine, la Ley 1448 de 2011 y las 
normas concordantes no establecen un término para que se haga efectivo el pago, también es cierto que mi 
representada ha venido dando cumplimiento a lo preceptuado en la Ley 1448 de 2011 y en el Decreto 1084 
de 2015 y demás normatividad aplicable, para llegar a una reparación efectiva, con base en los principios  
gradualidad, progresividad y sostenibilidad fiscal, y en los criterios de priorización de las víctimas, por cuanto 
no todas las víctimas están en las mismas condiciones de vulnerabilidad.  
 
 
 

4.5 PRINCIPIO DE PROHIBICIÓN DE DOBLE REPARACIÓN  

 

En este punto, es necesario aclarar al despacho que la Ley 1448 de 2011 dentro de sus principios rectores 

dispone: 

 

“ARTÍCULO 20. PRINCIPIO DE PROHIBICIÓN DE DOBLE REPARACIÓN Y DE COMPENSACIÓN. La 

indemnización recibida por vía administrativa se descontará a la reparación que se defina por vía judicial. 

Nadie podrá recibir doble reparación por el mismo concepto.” 

 

Toda vez que como se ha manifestado anteriormente el pago indemnizatorio por el hecho victimizante de 

homicidio ya fue reconocido con un pago del 100% a los demandantes, como se demostró en la contestación 

de los hechos de la demanda. En este orden de ideas no es viable ni procedente efectuar nuevamente el 

pago, ya que se estaría violando el principio de prohibición de doble reparación, el cual se encuentra 

establecido en el decreto 1290 de 2008 y la Ley 1448 de 2011. 

 

En este sentido y a modo de conclusión, que a la fecha mi representada ha dado cabal cumplimiento a lo 

establecido dentro de sus funciones.  

 

 

 

 

 

4.6 REPARACIÓN INTEGRAL (INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA) Vs REPARACIÓN JUDICIAL 

(INDEMNIZACIÓN JUDICIAL) 

 

En esta instancia, es necesario resaltar las diferencias entre la indemnización administrativa y la 

indemnización judicial, pues la primera es una manifestación solidaria del estado dentro de la política pública 

de la atención y reparación integral a las víctimas y, la segunda,  investiga y sanciona la responsabilidad de 

quien ocasiona el daño a las víctimas, donde se hace necesario la identificación, individualización, 

comprobación, valoración y tasación de los perjuicios ocasionados por el victimario, y en el escrito de la 

demanda se evidencia la constante confusión del apoderado al momento de invocar estos conceptos, los 

cuales nos permitimos ilustrar en el siguiente cuadro comparativo: 
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REPARACIÓN INTEGRAL (INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA) 

Vs. REPARACIÓN JUDICIAL (INDEMNIZACIÓN JUDICIAL) 

   

REPARACIÓN INTEGRAL  

 

REPARACIÓN JUDICIAL 

 

 

OBJETO 

 

 

 

 

 

 

 

 

Se constituye como forma de 

restitución fundamental de los 

derechos vulnerados por las 

graves violaciones masivas y 

sistemáticas a los derechos 

humanos e infracción al 

Derecho Internacional 

Humanitario acaecidas por 

las víctimas del conflicto 

interno del país; otorgando el 

reconocimiento del daño 

provocado por terceros al 

margen de la Ley, a través de 

medidas resarcitorias 

basadas en los principios de 

igualdad, equidad, 

subsidiariedad y 

complementariedad. 

 

Busca la reparación plena del 

daño antijurídico causado, con el 

fin de otorgar justicia a la 

persona individualmente 

considerada a través del 

esclarecimiento del delito, 

mediante la investigación y 

sanción de los responsables, 

obligándolos a responder 

económicamente con su propio 

patrimonio por los daños 

materiales y morales 

ocasionados. Por tanto, esta 

reparación a las víctimas es 

diferenciada de tal modo, que no 

es posible encontrar una 

situación fáctica idéntica de 

violación de derechos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

MARCO 

NORMATIVO 

 

* Artículo 2 de la Constitución 

Política de Colombia,  

* Ley 1448 de 2011 (Título IV) 

y su Decreto Reglamentario 

1084 de 2015 

 

* Artículos 90 y 93 de la 

Constitución Política 

Colombiana 

* La reparación por vía judicial se 

puede dar en nuestro sistema 

jurídico, en el proceso penal de 

justicia y paz, a través de un 

incidente de reparación integral 

previsto dentro del proceso 

penal especial de justicia 
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transicional, de conformidad con 

el artículo 23 de la Ley 975 de 

2005. 

 

 

SUJETOS QUE 

INTERVIENEN 

Víctima 

Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las 

Víctimas 

Entidades que conforman el 

SNARIV 

Víctima 

Victimario 

Sistema Jurisdiccional 

 

 

 

 

 

 

 

 

COMPONENTES 

 

Medidas de reparación 

integral: 

* Medidas de satisfacción 

* Rehabilitación 

* Restitución 

* Garantías de no repetición 

* Indemnización 

administrativa: Este es el 

único componente de 

carácter económico de 

responsabilidad de la Unidad 

y no comprende la totalidad 

de los perjuicios, toda vez que 

es una compensación que el 

Estado entrega a las víctimas 

del conflicto armado y el 

monto a reconocer se 

encuentra preestablecido en 

la normatividad vigente. 

 

 

Incidente de reparación dentro 

del proceso penal y/o un 

reconocimiento de perjuicios 

dentro de un proceso de 

reparación directa. 

 

 

 

 

ACCESO 

 

Se adelanta mediante 

solicitud ante la Unidad para 

las Victimas y se debe agotar 

el procedimiento 

administrativo establecido 

para su reconocimiento y 

pago.  

 

Se puede adelantar a través de: 

* La vía penal ordinaria contra el 

victimario (o responsable del 

delito) 

* Mediante el proceso 

establecido en la Ley 975 de 

2005 

* O bien, ante la jurisdicción 

contencioso-administrativa a 
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través del medio de control de 

reparación directa. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

MONTOS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La estimación del monto 

dependerá de la naturaleza y 

el impacto del hecho 

victimizante y el daño 

causado. 

De acuerdo con el Decreto 

1084 de 2015 los montos de 

la indemnización 

administrativa se  establecen 

en salarios mínimos 

mensuales legales vigentes,  

así: 

1.Por homicidio, desaparición 

forzada y secuestro, hasta 

cuarenta (40) SMMLV. 

2. Por lesiones que 

produzcan incapacidad 

permanente, hasta cuarenta 

(40) SMMLV. 

3. Por lesiones que no causen 

incapacidad permanente, 

hasta treinta (30) SMMLV. 

4. Por tortura o tratos 

inhumanos y degradantes, 

hasta treinta (30) SMMLV. 

5. Por delitos contra la 

libertad e integridad sexual, 

hasta treinta (30) SMMLV. 

6. Por reclutamiento forzado 

de menores, hasta treinta 

(30) SMMLV. 

7. Por desplazamiento 

forzado, hasta diecisiete (17) 

SMMLV.  

 

La reparación judicial se 

consolida en la tasación de 

perjuicios que haga el operador 

judicial, de acuerdo con los 

daños probados.  

 

La reparación que se concede 

en vía judicial penal está basada 

en el criterio de restituo in 

integrum, mediante el cual se 

pretende compensar a las 

víctimas en proporción al daño 

que han padecido; los 

responsables patrimoniales 

primordiales de la reparación 

son los victimarios. 

 

Estos daños incluyen: 

a) El daño físico o mental; 

b) La pérdida de oportunidades, 

en particular las de empleo, 

educación y prestaciones 

sociales; 

c) Los daños materiales y la 

pérdida de ingresos, incluido el 

lucro cesante; 

d) Los perjuicios morales; 

e) Los gastos de asistencia 

jurídica o de expertos, 

medicamentos y servicios 

médicos y servicios psicológicos 

y sociales. 
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- Por cada víctima se 

adelantará sólo un trámite de 

indemnización por vía 

administrativa al cual se 

acumularán todas las 

solicitudes presentadas 

respecto de la misma. Si 

respecto de una misma 

víctima concurre más de una 

violación de aquellas 

establecidas en el artículo 3 

de la Ley 1448 de 2011, 

tendrá derecho a que el 

monto de la indemnización 

administrativa se acumule 

hasta un monto de cuarenta 

(40) salarios mínimos legales 

mensuales. 

- En caso de que una persona 

pueda solicitar indemnización 

por varias víctimas, tendrá 

derecho a la indemnización 

administrativa por cada una 

de ellas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

RESPONSABILIDAD 

Y CONFIGURACIÓN 

DE LA IMPUTACIÓN 

 

 

 

El pago de la indemnización 

administrativa está 

contemplada en la Ley 1448 

de 2011, como función 

normativa de la Unidad para 

las Víctimas, y procede 

siempre que se haya agotado 

el trámite administrativo 

previsto para el efecto, con 

base en los principios de 

gradualidad, progresividad y 

sostenibilidad fiscal, siempre 

 

La teoría del daño antijurídico 

señala que la antijuridicidad del 

perjuicio no depende de la licitud 

o ilicitud de la conducta 

desplegada por la 

Administración, sino de la no 

soportabilidad del daño por parte 

de la víctima. 

Ahora bien, la responsabilidad 

extracontractual que puede 

llegar a tener el Estado se 
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RESPONSABILIDAD 

Y CONFIGURACIÓN 

DE LA IMPUTACIÓN 

que el reclamante tenga la 

calidad víctima del conflicto 

armado, esté en estado  

incluido en el Registro Único 

de Víctimas y el hecho 

victimizante sea susceptible 

de reconocimiento de 

indemnización administrativa. 

El no pago inmediato de la 

indemnización administrativa 

no constituye un daño 

antijurídico y por tanto, no se 

constituye en un riesgo 

excepcional al que estén 

siendo sometidos los 

beneficiarios por parte de la 

Unidad para las Víctimas, 

pues el agotamiento de los 

procedimientos previos para 

el reconocimiento de la 

reparación administrativa 

deben ser acatados por toda 

la población víctima del 

conflicto y en consecuencia, 

hacen parte de las cargas 

públicas que ordinariamente 

las víctimas deben soportar, 

de acuerdo al principio de 

coparticipación, el cual  

establece que las víctimas del 

conflicto deben realizar las 

gestiones pertinentes para 

hacerse acreedoras de los 

diferentes proyectos que 

oferta el Gobierno Nacional 

para que las mismas superen 

su condición de 

vulnerabilidad. 

fundamenta en la concurrencia 

de los siguientes elementos: i) el 

hecho antijurídico; ii) el daño que 

involucra los perjuicios 

materiales y morales que sufre la 

persona; iii) el nexo causal entre 

el hecho y el daño y la 

imputabilidad. Así las cosas, el 

régimen de falla en el servicio 

debe versar sobre las siguientes 

condiciones: a) ausencia en la 

prestación del servicio, retardo, 

irregularidad, ineficacia u 

omisión en el mismo; b) 

existencia de un daño o perjuicio 

que configure lesión o 

perturbación de un bien jurídico 

y c) un nexo causal entre la falla 

o falta en la prestación del 

servicio a que la administración 

está obligada y el daño. 

 

Adicionalmente la 

responsabilidad y la 

configuración de la imputación 

sobre los hechos victimizantes y 

los perjuicios derivados de tal 

hecho recaen directamente 

sobre el victimario, esto es, los 

grupos armados al margen de la 

ley y sus miembros. 

En todo caso, una vez generado 

el daño, el análisis debe 

conducirse hacia la 

determinación de la causalidad y 

la imputabilidad, por tanto, se 

debe establecer inicialmente si 

existía la posibilidad para la 

Entidad de evitar el daño, 

interrumpiendo el proceso 
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causal. Esta causalidad que 

debe existir entre el hecho y el 

daño debe ser determinante y 

eficiente al resultado, esto es, 

que el perjuicio debe ser una 

consecuencia cierta e inevitable 

del hecho que se imputa a la 

administración. 

Así pues, podemos señalar que, 

para el caso concreto, la Unidad 

para las Víctimas no tiene 

competencia funcional para 

generar el daño ni el deber 

jurídico de prevenirlo o evitarlo, 

no estando obligada a reparar 

unos supuestos perjuicios 

materiales y morales; debe 

tenerse en cuenta que en 

materia de responsabilidad la 

persona que tiene la habilidad o 

potencia de causar el daño 

antijurídico (hecho victimizante) 

es cualificado, es decir, 

solamente puede alegarse la 

omisión de la autoridad cuando 

ésta tenga el deber jurídico de 

protección, seguridad y/o 

mantenimiento del orden público 

competencias que de ninguna 

manera se encuentran 

asignadas a la Unidad para las 

víctimas.  

 

 

Acorde con lo anterior, se han desarrollado las diferencias existentes entre la indemnización administrativa y 

la indemnización judicial reiterando, que, dentro de la segunda, el sujeto responsable no es otro que quien 

ocasionó los perjuicios derivados de los hechos victimizantes, esto es, el grupo al margen de la ley quienes 

deben responder por los daños generados. A su turno, la reparación a que se obliga al Estado, es decir, la 

reparación integral que comprende la indemnización administrativa hace parte de las políticas públicas, dentro 
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del marco de justicia transicional, en la búsqueda de la dignificación y reivindicación de la dignidad y de los 

derechos de las víctimas del conflicto armado. 

 

Es ese el contexto en el que surge el artículo 10 de la Ley 1448 de 2011, según el cual: 

 

“Las condenas judiciales que ordenen al Estado reparar económicamente y de forma subsidiaria a una 

víctima debido a la insolvencia, imposibilidad de pago o falta de recursos o bienes del victimario condenado 

o del grupo armado organizado al margen de la ley al cual este perteneció, no implican reconocimiento ni 

podrán presumirse o interpretarse como reconocimiento de la responsabilidad del Estado o de sus agentes. 

 

En los procesos penales en los que sea condenado el victimario, si el Estado debe concurrir 

subsidiariamente a indemnizar a la víctima, el pago que este deberá reconocer se limitará al monto 

establecido en el reglamento correspondiente para la indemnización individual por vía administrativa de que 

trata la presente ley en el artículo 132, sin perjuicio de la obligación en cabeza del victimario de reconocer 

la totalidad de la indemnización o reparación decretada dentro del proceso judicial.” 

 

Así, mientras que la reparación judicial se reconoce a partir de la prueba del nexo entre el daño causado con 

el delito y el perjuicio ocasionado a la víctima; la reparación administrativa es una expresión de solidaridad del 

Estado social que tiene como propósito solventar las necesidades mínimas de las víctimas. 

 

4.7. INEXISTENCIA PROBATORIA DE LOS PERJUICIOS INVOCADOS 

 

 

La naturaleza jurídica de la acción de reparación directa consiste en la posibilidad que tiene el administrado 

que haya recibido un daño antijurídico o perjuicio por parte del Estado, de poder acudir a la jurisdicción 

contenciosa administrativa para obtener el resarcimiento de los eventuales perjuicios que le hayan sido 

ocasionados. Así, la finalidad de la acción de reparación directa es de carácter resarcitorio e indemnizatorio.  

 

En el caso de la presente Litis, se observa que los perjuicios pretendidos por el accionante, representados en 

daño emergente, lucro cesante y daño moral, no sólo resultan completamente exorbitantes y alejados del 

principio legal de equidad, sino que, además, se observa la ineptitud en su solicitud al no haberse allegado 

prueba siquiera sumaria de su existencia pasada, presente, futura o eventual. 

 

En este sentido, la Sección Tercera del Consejo de Estado - Consejero Ponente: Hernán Andrade Rincón en 

sentencia de fecha Veintiséis (26) de Febrero de dos mil quince (2015) - Radicación: 25002326000200101333 

01 (30.270) señaló:  

 
“El desarrollo del tema en la jurisprudencia nacional ha ido en evolución, al punto que hoy se admite inclusive la 

posibilidad de reclamar indemnización por los perjuicios morales causados por el daño o pérdida de las cosas, a 

condición de demostrar plenamente su existencia, pues tal perjuicio no se presume.” 
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Y la misma Corporación, en sentencia de fecha Veintinueve (29) de Enero de dos mil Catorce (2014) - 

Radicación: 080012331000199800081 01 (28980) Sección Tercera - Consejero Ponente: Hernán Andrade 

Rincón, señaló: 

 
 “Es cierto que dentro de los perjuicios indemnizables se comprenden los morales, entendiendo por éstos el dolor 

y la tristeza que el hecho dañoso ocasiona a quien sufre el daño, pero también aquí tanto la jurisprudencia como 

la doctrina están acordes en que tratándose de daño a las cosas ese dolor o tristeza debe tener envergadura 

suficiente como para justificarse su reparación y que en todo caso debe ser demostrado, pues no se presume.” 

 

La dimensión que necesita el daño para inducir perjuicios, en este caso es demasiado débil, carece de una 

justificación razonable y es contraria a la teoría, pues el no pago de la indemnización administrativa no puede 

dar lugar a producir perjuicios en los términos que plantea el apoderado menos cuando no se ostenta la calidad 

de destinatario para acceder a ella. De todas maneras, el apoderado tenía la oportunidad de probarlos y no lo 

hizo; tal vez pretendió hacer una interpretación extensiva de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en 

el entendido que en el homicidio existe una presunción de daños morales, sin embargo, en este caso no tiene 

oportunidad, pues el daño que imputa a mi representada no es causa del homicidio sino del no pago de la 

reparación administrativa por homicidio. 

 

En el mismo sentido, le incumbe a la parte actora probar el mal funcionamiento de la administración. Al 

respecto la jurisprudencia del Consejo de Estado, en Sentencia del 27 de agosto de 2018, determinó: 
 

“En cuanto se refiere a la forma de probar los perjuicios morales, debe advertirse que, en principio, su 

reconocimiento por parte del juez se encuentra condicionado –al igual que demás perjuicios- a la prueba de su 

causación, la cual debe obrar dentro del proceso. Por esta razón, el Juez Contencioso al momento de decidir se 

encuentra en la obligación de hacer explícitos los razonamientos que lo llevan a tomar dicha decisión, en el 

entendido que la ausencia de tales argumentaciones conlleva una violación al derecho fundamental del debido 

proceso7.” 

 

En este orden de ideas, se puede evidenciar que los demandantes no han demostrado el mal funcionamiento 

de la Administración o falla en el servicio, como tampoco ha probado el daño y la relación de causalidad entre 

ambos; la sola enunciación no constituye de por sí su notoriedad, lo que hace indispensable su prueba.  

 

Nuevamente se afirma que la Entidad desarrolló y sigue desarrollando sus funciones de acuerdo con la Ley, 

y en esa esfera no ha causado ningún daño antijurídico. La reparación administrativa por desplazamiento 

forzado, luego de un análisis de rigor que contempla la priorización de la vulnerabilidad, será entregada sin 

mayor obstáculo en los términos de la Ley 1448 de 2011 y Decreto 4800 de 2011 compilado en el Decreto 

1084 de 2015. Teniendo en cuenta el principio de sostenibilidad fiscal del Estado. 

 

De conformidad con la normatividad procesal y la jurisprudencia del Consejo de Estado, le incumbe a la parte 

actora probar la responsabilidad de quien causó los perjuicios sufridos por la omisión que en el caso bajo litis 

 
7 [27] Corte constitucional Sentencia T-212 de 2012. “la libertad a un juez para que tome una decisión bajo su arbitrio judicial no es un permiso para 
no dar razones que sustenten lo decidido, no es una autorización para tomar decisiones con base en razonamientos secretos ni tampoco para tomar 
decisiones basado en emociones o pálpitos. Como se indicó, por el contrario, demanda un mayor cuidado en el juez al momento de hacer públicas 
las razones de su decisión”.   
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genera un nuevo argumento para solicitar de manera respetuosa a su Señoría la declaratoria de no 

prosperidad de la acción de reparación directa impetrada. 

 

Ahora bien, vale resaltar que el monto de los perjuicios solicitados por el demandante es exorbitante y no se 

ajusta a los montos establecidos por el Consejo de Estado en la Jurisprudencia, los cuales han sido aplicados 

a las reparaciones judiciales en las que el Estado ha sido condenado en la medida en que su responsabilidad 

ha sido probada, montos que se pueden apreciar en las siguientes tablas a modo de ejemplo: 8 

 

 

. 

 
8 Comunicado Documento ordenado mediante Acta No. 23 del 25/sep/2013 con el fin de recopilar la línea jurisprudencial y establecer criterios 

unificados para la reparación de los perjuicios inmateriales. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN 
TERCERA) 
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4.8 EXISTENCIA DE PRECEDENTES HORIZONTALES 

 

Es necesario señalar que, para la fecha, se cuenta con nueve precedentes horizontales para casos análogos 

al aquí estudiado del Tribunal Administrativo de Bolívar, a manera de ejemplo citamos los siguientes: 

 

Contamos con la sentencia No. 8 del Tribunal Administrativo de Bolívar, Sala de Decisión No. 003, del 27 de 

abril de 2017, bajo radicado No. 13001-33-33-007-2014-00267-01, que confirma la decisión de primera 

instancia, con base en los siguientes argumentos: 

 

“La Sala debe precisar que, en los casos de reparación directa, se debe estudiar en primer lugar la existencia 

o no del daño, y si el mismo puede o no considerarse antijurídico, porque sólo bajo la premisa de la existencia 

del daño antijurídico se ha de “realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, 

la imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se ha elaborado”, 

(…). 

 

En el caso particular, aduce la parte demandante que por el hecho del desplazamiento forzado de que fueron 

víctimas en el año 2003 (…), cuyos efectos aún padecen y por el no pago oportuno de la indemnización por 

vía administrativa, dada su condición de víctimas, se les han ocasionado perjuicios de índole material y 

moral que deben ser reparados por la entidad demandada”. 

 

“Así las cosas, y frente al punto relacionado con establecer si la entidad demandada UARIV, con fundamento 

en la Ley 1448 de 2011 y sus decretos reglamentarios, debe ser declarada administrativamente responsable 

por el no pago a los demandantes de una indemnización por el desplazamiento forzado de que fueron objeto; 

esta Sala de Decisión, consideran conveniente referirse en primer término al tema de la responsabilidad del 

Estado frente a la entrega de ayudas humanitarias a la población desplazada tomando como referente la 

Sentencia SU 254 d e2013 de la Corte Constitucional. En este orden, se destaca de su texto relevante, que 

la Honorable Corte Constitucional manifiesta no encontrar que el daño causado por la no entrega de ayudas 

humanitarias se torne antijurídico, toda vez que esta obligación encuentra su sustento en el principio de 

solidaridad de asistencia en casos de emergencia y no en una disposición que conlleve tal obligación como 

carga impositiva para la Administración, por lo que no se configura la responsabilidad en la forma 

contemplada en el artículo 90 de nuestra constitución Política.” 

 

“(…) frente al punto de la responsabilidad de la entidad demandada con relación al pago de la indemnización 

por vía administrativa, se tiene que la legislación colombiana ha dispuesto una serie de mecanismos para 

restablecer los derechos de las víctimas del conflicto armado, en especial los de las personas en situación 

de desplazamiento.  En este sentido existen dispositivos como la reparación, la ayuda humanitaria, la 

restitución de tierras y la indemnización por vía administrativa. Por medio de estas herramientas se 

pretenden restablecer los derechos violentados de las personas, para que las víctimas logren superar el 

estado de grave vulnerabilidad y debilidad manifiesta que enfrentan.  En este sentido, la existencia del Plan 

de Atención, Asistencia y Reparación Integral a las Víctimas (PAARI) cobra relevancia, pues por medio de 

ese mecanismo se pretende racionalizar la entrega de las indemnizaciones por vía administrativa y de 

hacerles un mayor seguimiento a las víctimas que reciben este tipo de pagos.” 

 

“Dicho en otras palabras, si bien la responsabilidad del Estado siempre se va a encontrar comprometida 
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frente al fenómeno victimizante del desplazamiento forzado con base en el artículo 2º Constitucional, en el 

caso particular, no puede endilgarse responsabilidad a la entidad demandada UARIV por los hechos de los 

que fueron víctimas los demandantes, hechos representados en el desplazamiento desde su lugar de origen 

por cuenta del accionar de grupos armados al margen de la ley.” 

 

Finalmente, presentamos la decisión del Tribunal Administrativo de Sucre del 10 de marzo de 2017, M.P. 

César Enrique Gómez Cárdenas, que resolvió en segunda instancia el proceso con No. de Radicación 70001-

33-33-003-2014-00142-01, de acuerdo con la cual: 

 

“La Sala parte de la base que existe un título jurídico de imputación general de la responsabilidad del 

Estado, el cual es conocido como la falla del servicio, entendida esta como el funcionamiento anormal, 

inadecuado, inoportuno, ineficiente de los servicios a cargo del Estado. (…) 

 

Pues bien, desde que se desató en Colombia el fenómeno del desplazamiento como principal foco de 

masivas vulneraciones en materia de derechos humanos, se han (sic) venido respondiendo con una 

normativa amplia en materia de protección a sus derechos, acorde con las necesidades de esta 

población. (…) 

 

En lo que toca con el reconocimiento del derecho a la reparación de la población víctima de 

desplazamiento, la Ley 1448 de 2011 y sus decretos reglamentarios, constituyen el marco jurídico de 

orden legal encaminado a lograr la garantía y protección del derecho de las víctimas a la reparación 

integral. Esto significa que su alcance excede la visión meramente económica de la participación de las 

víctimas dentro de los procesos llevados contra los responsables del daño, y debe abarcar todos los 

daños y perjuicios sufridos por la víctima a nivel individual y comunitario. (…) 

 

Por consiguiente, la obligación del Estado en cabeza de la UARIV, de indemnizar por vía administrativa, 

se mantiene incólume, actualmente, en el ordenamiento jurídico, de allí que cualquier persona que 

considere tener derecho a la reparación en comento, debe agotar los trámites administrativos dispuestos 

para ello.” 

Con base en lo anterior, solicito respetuosamente se considere la aplicación de dichos precedentes 

horizontales y verticales en la decisión exonerante de responsabilidad a favor de mi representada. 

V. PRUEBAS 

 

Solicito de forma respetuosa al Señor Juez se sirva ordenar, decretar y practicar las siguientes:  

 

Documentales 

1. Imágenes de los aplicativos Vivanto, Orfeo e Indemniza (soportes de pago).   

2. Notificación de pago de la Indemnización Administrativa. 

 

VI. ANEXOS 
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1. Resolución No. 00126 del 31 de enero de 2018 mediante la cual se hace Delegación judicial y 
extrajudicial de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

2. Decreto No. 657 de 2019 por medio del cual se efectúa el nombramiento de doctor Ramón Alberto 
Rodríguez Andrade como director de la Unidad para las Víctimas. 

3. Resolución de nombramiento No. 01131 de 25 de octubre de 2016. 
4. Acta de posesión. 
5. Las pruebas relacionadas en el acápite de pruebas. 

 
NOTIFICACIONES 

 
Recibiré sus notificaciones en la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad de Víctimas, ubicada en la Carrera 85 
D No 46 A – 65, Complejo logístico San Cayetano, en la ciudad de Bogotá D.C., o al correo electrónico 
notificaciones.juridicaUARIV@unidadvictimas.gov.co. 
 
 
Del Señor Juez, 
 
 
 
 
VLADIMIR MARTIN RAMOS  

Jefe Oficina Asesora Jurídica  

 
Proyectó: Carlos A. Sanchez.  

Revisó: Saúl Eduardo Hernández Garzón.. 
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REPUBLlCA DE COLOMBIA 

; 

• 
~' ~ntrx ..... '.·""' =:·9C·· P" ."." .­ """,~.'¡-

DECRETO NÚMERO 

~3 ABR2019 
Por el cual se da por terminado un encargo y se efectúa un nombramiento 

El PRESIDENTE DE lA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las que le confieren el numeral 13 del 
artículo 189 de la Constitución Política de Colombia, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 

2.2.5.1 .1 y 2.2.5.3.4 del Decreto 1083 de 2015 , y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante Decreto 1666 del 31 de agosto de 2018 , se encargó al doctor RAMÓN ALBERTO 
RODRíGUEZ ANDRADE identificado con cédula de ciudadanía No. 17.347.484, Director Técnico Código 
0100 Grado 23 de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Victimas , 
en el empleo de Director General de Unidad Administrativa Especial Código 0015, Grado 28 de la misma 
Entidad . 

Que es necesario dar por terminado el encargo efectuado y nombrar al doctor RAMÓN ALBERTO 
RODRíGUEZ ANDRADE identificado con cédula de ciudadanía No. 17.347.484 en el empleo de Director 
General de Unidad Administrativa Especial Código 0015 , Grado 28 de la Unidad Administrativa Especial 
para la Atención y Reparación Integral a las Victimas. 

En mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

ARTíCULO 1. TERMINACiÓN DE ENCARGO. Dar por terminado el encargo efectuado al doctor RAMÓN 
ALBERTO RODRíGUEZ ANDRADE identificado con cédula de ciudadanía No. 17.347.484 en el empleo 
de Director General de Unidad Administrativa Especial Código 0015, Grado 28 de la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a las Victimas. 

ARTíCULO 2. NOMBRAMIENTO. Nombrar al doctor RAMÓN ALBERTO RODRíGUEZ ANDRADE 
identificado con cédula de ciudadanía No. 17.347.484 en el empleo de Director General de Unidad 
Administrativa Especial Código 0015, Grado 28 de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y 
Reparación Integral a las Victimas. 

ARTíCULO 3. COMUNICACiÓN. Comunicar a través de la Subdirección de Talento Humano del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social el contenido del presente Decreto al doctor 
RAMÓN ALBERTO RODRíGUEZ ANDRADE. 

ARTíCULO 4. VIGENCIA. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 

Dado en Bogotá, D. C., a los 201 

lA DIRECTORA DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 
PARA lA PROSPERIDAD SOCIAL -

SUSANA CORREA BORRERO 




